
 
 

 

Las consecuencias de la minería ilegal en Colombia a través del análisis de datos:  

Caso departamento de Chocó 

 

Laura Vanessa Suárez Perilla 

2101549 

Facultad de Ciencias Económicas, Universidad Militar Nueva Granada 

Economía  

Profesor Héctor Murcia 

08 de junio de 2021 

 

 

 

 



 
 

 

Introducción.  

El propósito de este estudio sobre minería ilegal es analizar las consecuencias que trae 

consigo la realización de la actividad minera ilegal en el departamento de Chocó, con el fin 

de comprender el problema de fondo que genera la minería ilegal frente a la población de 

Chocó. 

La minería ilegal, es una problemática que ha existido por varias décadas en los países 

latinoamericanos y que va creciendo de forma exponencial en estas economías emergentes al 

punto que, en muchas situaciones se pierda el control de frenar dicha actividad. La minería 

ilegal es un tema que se encuentra fuera de control, al no aplicarse las medidas correctivas 

adecuadas para su erradicación ya que, la no gestión eficiente del estado conlleva a la 

afectación poblacional, ambiental y económica. 

La minería ilegal va encaminada en dirección opuesta de toda acción que genere 

bienestar a la población situada a su alrededor, afectando diferentes ámbitos sociales y 

actuando con el uso indebido de los recursos del bien común, ocasionando así también una 

afectación al ecosistema natural de la región que a gran escala afecta el buen funcionamiento 

a nivel global.  

En cuanto a la pregunta de investigación seria ¿Cuáles son las consecuencias de la 

minería ilegal en Colombia para el caso del departamento de Chocó? 

Algunos autores e instituciones nacionales referidos en el presente estudio como: 

El Congreso de la República (Código de Minas, Ley 685 de 2001, Art. 159), establece 

a la minería ilegal como toda aquella actividad exploratoria o de extracción de los recursos 

naturales (minerales), aun siendo de propiedad nacional o de un privado y/o particulares, 



 
 

desarrollada sin los debidos documentos legales (título minero vigente y/o autorización del 

propietario principal del terreno privado donde se vaya a realizar dicha extracción o 

exploración) (Juárez, 2016, pág. 4). Así mismo, en el Código Penal (Congreso de la 

República, Ley 599 de 2000, Art. 244), señala a la minería ilegal como un delito, y cabe 

resaltar que la legislación ambiental de Colombia (Ley 99 de 1993), establece los 

mecanismos de acción para que las autoridades ambientales actúen sobre esta problemática. 

(Juárez, 2016, pág. 4). 

Basándonos en el concepto de minería ilegal en el estado colombiano, se puede 

comprender que esta actividad de uno u otra forma busca un beneficio individual y/o 

organizacional sin tener presente las afectaciones que este ejercicio económico causa a su 

población cercana y a su ecosistema natural. La minería ilegal hoy en día es una problemática 

que para las instituciones gubernamentales y municipales les ha sido de difícil manejo a causa 

de múltiples factores que lo engloban (corrupción, grupos organizados al margen de la ley, 

poca presencia del estado, entre otros), que de cierta forma, con el paso del tiempo ha venido 

desvaneciendo la credibilidad del poder público en su población, y esta falta de atención del 

estado hacia estas poblaciones conllevan al incremento de la actividad ilícita, el cual propicia 

al subdesarrollo de la región. 

Justificación. 

En las últimas décadas de la historia colombiana se ha evidenciado que las políticas 

públicas han favorecido a que la minería, como actividad económica, sea desarrollada de 

forma ilegal e informal, haciendo de este sector de los más beneficiosos en actividades ilícitas 

tales como: narcotráfico, crimen organizado, conflicto armado, entre otros. Además, esta 

condición de ilegalidad ocupa un papel protagónico al actuar como una falla del mercado 

incidiendo directamente en la distribución de la renta y en las brechas socioeconómicas, 



 
 

impidiendo el desarrollo regional a causa de la falta de estrategias eficientes por parte del 

estado para combatir este conflicto que persiste en la sociedad chocoana.  

Así mismo, la minería ilegal también tiene una definición con enfoque ambiental, pues se 

considera como “el impacto ambiental negativo ubicado y delimitado geográficamente, que 

no fue o fueron oportuna mitigados, compensados, corregidos o reparados; causados por 

actividades antrópicas y que pueden generar un riesgo a la salud humana o al ambiente” 

(Contraloría General de la República , 2017, pág. 13). 

La presente investigación parte de la necesidad de esclarecer los fundamentos 

conceptuales de diversos autores e instituciones públicas que se han referido al análisis de la 

minería ilegal en Colombia, en especial en el Departamento de Chocó. La investigación está 

orientada hacia un análisis de la información recopilada, buscando identificar las causas del 

incremento de esta actividad ilícita, para así, encontrar las consecuencias que este genera a su 

población. 

Las consecuencias de la minería ilegal en Colombia a través del análisis de datos: 

Caso departamento de Chocó 

La Procuraduría General (2010), indica que la minería ilegal “es la que se aparta de la 

regulación jurídica establecida por el Estado para imponer condiciones sobre cómo, en donde 

y de qué manera se puede extraer el recurso natural no renovable” (pág. 6). A lo anterior, este 

tipo de actividad se genera ilegal al evadir el cumplimiento de un marco legal estipulado y así 

mismo el cumplimiento de las contribuciones tributarias, la estructura de la oferta laboral 

formal y las medidas de protección en relación con el medio ambiente. 

Con lo anterior, Güiza (2013) coincide en la interpretación sobre la minería ilegal al 

indicar que “es la minería desarrollada al margen de la ley, es decir, sin el correspondiente 



 
 

título minero y también ha sido catalogada como una forma de minería artesanal e informal” 

(pág. 4). 

No obstante, la minería ilegal en el marco de enfoque ambiental se considera como “el 

impacto ambiental negativo ubicado y delimitado geográficamente, que no fue o fueron 

oportuna mitigados, compensados, corregidos o reparados; causados por actividades 

antrópicas y que pueden generar un riesgo a la salud humana o al ambiente” (Contraloría 

General de la República , 2017, pág. 13). 

Complementando con lo anterior, se entiende como falla de mercado la asignación 

ineficiente de los recursos por medio del mercado, pero, no obstante, aunque exista 

participación eficiente del mercado, en términos de resultados sociales, no son “sostenibles”, 

Stiglitz (2010), “las ganancias de unos son compensadas por las pérdidas de otros (…) nadie 

puede estar mejor sin hacer que otro este peor”. (pág. 14). 

Otro punto es, lo que se comprende por política pública, Arroyave Álzate (2010), lo 

define como: “un conjunto de instrumentos a través de los cuales el Estado, luego de 

identificar una necesidad (económica, política, ambiental, social, cultural, entre otras), 

implementa un conjunto de medidas reparadoras, construidas con la participación de los 

grupos afectados por los diversos problemas” (págs. 2-3). 

De la misma manera, desde la perspectiva tradicional Lahera Parada (2002), expresa que 

“las políticas públicas corresponden al programa de acción de una autoridad o al resultado de 

la actividad de una autoridad investida de poder público y de legitimidad gubernamental” 

(pág. 4). Dejando con esto en evidencia, que, con el paso del tiempo, el concepto tradicional 

de las políticas públicas va más enfocado hacia la gestión central concentrada del estado, 

creando así una “posición excluyente” de la problemática que se presenta en una sociedad 

(Lahera Parada, 2002). 



 
 

Al pasar el tiempo, se ha visto que las sociedades evolucionan día a día y con ella los 

efectos de la economía, los cuales, se va incorporando causalidades distintas a cada 

problemática de una sociedad… aunque no se puede negar que el pensamiento de los clásicos 

tiene hoy por hoy alguna validez en la perspectiva de la insatisfacción de las necesidades 

básicas de un individuo. En los últimos tiempos se ha determinado que la causa de esta, no 

solo se determina por una “renta baja”, pues en concordancia con David Ricardo, las políticas 

públicas que ejerce un estado influyen directamente en la mejora o no del bienestar de cada 

uno de los individuos.  

Con base en lo anterior, se puede agregar que la minería ilegal actúa como una falla del 

mercado, es importante aquí recordar nuevamente a los clásicos como Adam Smith con su 

famosa “mano invisible”, siendo este, quien es el que se comporta como un determinante para 

la generación de bienestar en una sociedad. Por esto último, el economista Joseph Stiglitz 

(2010) menciona que “el enfoque de la regulación basado en fallas de mercado plantea 

muchos retos institucionales complejos, en especial los que atañen a la forma óptima de 

intervención del gobierno, dadas sus limitaciones, incluida su posición a menudo 

desventajosa frente a los que se supone debe regular” (pág. 25). 

La actividad minera en Colombia está administrada por el Ministerio de Minas y Energía 

(MinMinas), el cual su función principal dirigir y coordinar las políticas nacionales en 

relación con la explotación, exploración, transporte, y demás actividades que se vincule a la 

transformación y distribución de minerales, y a su vez, establecer y estipular por el buen 

cumplimiento de las normativas aplicables para el buen desarrollo de esta actividad 

económica. 

El estatuto legal, se ha clasificado diferentes clases de actividades mineras las cuales, 

se detallan a continuación:  



 
 

 

CLASE DEFINICIÓN 

Ocasional Se estable en el artículo 152 del código de minas donde “la extracción 

ocasional y transitoria de minerales industriales a cielo abierto, que realicen 

los propietarios de la superficie, en cantidades pequeñas y a poca 

profundidad y por medios manuales, no requerirá de concesión del Estado” 

(Procuraduría General de la Nación, 2010, pág. 9). Siendo, en conclusión, 

que esta actividad minera es solo para el ejercicio propio de quien la 

emplea, es decir, que no podrá tener uso comercial o industrial. 

Subsistencia Este tipo de clase minera tiene alguna relación con la anterior, pues como su 

nombre es indicado, esta clase emplea la actividad minera con sin ningún 

interés de obtener un beneficio exorbitante, ya que solo buscar percibir un 

ingreso de básica subsistencia que le permita salvaguardad sus necesidades 

primarias. 

Artesanal A pesar de que en la normativa no se encuentra una definición contundente 

de esta clase de minería por la razón de que su ejercicio puede llegar a 

relacionarse con las demás clasificaciones, según la Procuraduría General 

(2010), “las actividades realizadas por pequeños productores mineros auto 

empleados, que trabajan de manera individual, en forma familiar, o 

agrupados en diversos tipos de organización productiva, incluyendo formas 

asociativas, cooperativas, pequeñas y micro empresas, y en algunos casos, 

comunidades indígenas y afro descendientes que realizan este tipo de 

minería como una actividad tradicional” (págs. 9-10). 

Barequeo Bajo el artículo 155 del código de minas se estable como “actividad popular 

de los habitantes de terrenos aluviales actuales” (Procuraduría General de la 



 
 

Nación, 2010, pág. 10), ya que el método empleado por esta clase de 

minería se da de forma manual (está prohibido el empleo de métodos 

tecnológicos para obtención de recursos naturales) y por tal motivo, este 

clase de minería es más común de emplear en la actividad de obtención de 

piedras semipreciosas y preciosas. 

Fuente: Información tomada de la Procuraduría General de la Nación (2010). 

La Ley 685 de 2001 del código de minas, donde se define por medio del artículo 159, 

como aquella actividad económica que realiza la exploración, explotación y/o captación de 

minerales de propiedad público/privado sin la correspondiente titulación vigente por el 

gobierno nacional. Así mismo, se puede relacionar los artículos el proceso de control legal en 

la minería ilícita a través de los artículos 160, 161, 162, 163 y 164 del código minero, donde 

del mismo modo se define y estipula los actos correctivos en el aprovechamiento ilícito, 

decomiso que debe realizar cada alcalde al detectar una actividad minera sin la 

documentación pertinente; así entonces, con los actos de la no expedición de títulos, 

inhabilidad especial. Por consecuencia en el estatuto penal se estipula por medio del artículo 

338, que toda acción ilícita minera, se incurrirá a prisión de dos (2) a ocho (8) años, adicional 

del pago de una multa entre cien (100) y cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales 

mensuales vigentes. (Procuraduría General de la Nación, 2010). 

De acuerdo con la opinión de Sánchez Mateus (2015) “es solo una muestra de parte de la 

legislación que regula y vigila la minería ilegal en Colombia y es de saberse que la autoridad 

en estos casos está en disposición y conforme a las necesidades de la comunidad en hacer 

valer los derechos y deberes de las empresas e individuos que realizan minería en cada uno de 

los departamentos” (pág. 13). Sin embargo, la Procuraduría General de la Nación, detalla de 

igual importancia la normativa sancionatoria desde un ámbito administrativo (Ley 1333 de 

2009), siendo este vigilado por las autoridades ambientales en su ejercicio por salvaguardar 



 
 

los “impactos nocivos” que desata por su naturaleza la actividad minera hacia los recursos 

naturales y ambientales del territorio nacional (Sánchez Mateus, 2015), en igual condición, se 

manifiesta la Ley 599 del 2000 (desde lo penal), la cual ratifica las actividades ilícitas como 

un delito, siendo en este caso la explotación y exploración de recursos mineros como actos no 

acordes a lo estipulado por ley (Sánchez Mateus, 2015). 

Con base en lo anterior, en el transcurso de las dos últimas décadas en Colombia se ha 

realizado ajustes en la normativa del código penal, con el fin de suprimir actos delictivos 

especializados como la financiación, con el objetivo de proteger la integridad del ecosistema 

en el territorio nacional. Por ejemplo, en una de las incorporaciones al código penal el 

Articulo 307-A, estipula a groso modo, lo anteriormente mencionando aclarando como tal, la 

acción sancionatoria de privación de la libertad en un lapso de tiempo no inferior de cuatro 

(4) y mayo de ocho (8) años, siendo, además, multado con hasta seiscientos (600) salarios 

mínimos legales mensuales vigentes (Sánchez Mateus, 2015).  

La Procuraduría General de la Nación (2010) “En los primeros albores del siglo XX se 

observa un esfuerzo por hacer innovaciones técnicas, así como el establecimiento de 

empresas organizadas, lo que produce una demanda de mano de obra más calificada y 

fomento a una educación de mejor nivel. Estos esfuerzos representaron un desarrollo 

inesperado de manufacturas y de capital comercial en centros urbanos importantes como fue 

el caso de la ciudad Medellín con el oro” (pág. 2).  Durante el siglo XX, cuando la mayor 

parte de los países del mundo estaba en guerra, la evolución de la minería en Colombia cogió 

más fuerza por la gran evolución legislativa que dieron prioridad al desarrollo de la “minería 

tradicional” pese que a su vez se presentaba una disminución en la inversión extranjera 

(Procuraduría General de la Nación, 2010). 



 
 

Los datos de crecimiento del sector de explotación de minas y canteras persiste un 

comportamiento inestable, pues basándonos en las cifras reportadas por el Departamento 

Administrativo Nacional de Estadísticas (DANE), para el inicio de la última década (2010), 

se registró un incremento de 1.23% con respecto al año 2009, el cual, a partir del año 2012, el 

sector de explotación de minas y canteras comenzó a registras leve disminución en su 

crecimiento anual , manteniéndose así hasta finales de la década, registrando una baja de 

crecimiento del 0.29%, en consecuencia, se podría determinar que el sector minero en 

Colombia en la última década ha decrecido un 0.19% (DANE, Cuentas Nacionales de 

Colombia - nueva base 2015, 2020). 

Se podría decir que, con base a lo anterior, la situación del crecimiento económico de 

Colombia es preocupante, pues si consideramos las cifras anteriormente mencionada y 

teniendo presente que la explotación de minería ilegal representa un 63% aproximado de 

estas actividades (Contraloría General de la República , 2017, págs. 4-5), es evidente el gran 

desafío que presenta el estado para crear herramientas eficientes que retengan dicha 

actividad, pues la minería ilegal está presente en más de 25 departamentos de Colombia 

siendo los minerales más atractivos para este acto ilícito: “metales preciosos con un 85% de 

participación, el carbón con un 40% y materiales de construcción con un 60%” (Contraloría 

General de la República , 2017, pág. 5). 

Si nos devolvemos un poco a la historia colombiana, el Gobierno Nacional ha estado en 

alerta de su gravedad por más de 30 años; desde lo llamado “La revolución pacífica” se 

identificaba como una problemática grave para el desarrollo óptimo de Colombia, donde en 

su época, las instituciones mineras y ambientales alertaban al decir que: “El efecto de la 

minería de oro es particularmente grave en el área del Chocó Biogeográfico. La devastación 

causada alcanza a 1.000 hectáreas anuales. Dadas las tendencias actuales, el problema se 

podría duplicar en 10 años.” (Contraloría General de la República , 2017, pág. 5). 



 
 

Con base en lo anterior, las acciones que ha empleado las instituciones públicas es el 

diseño de implementaciones legislativas del sector minero, en los cuales, desde los inicios de 

su legislación solo se han realizado muy pocas correcciones/modificaciones y aun así, no 

dejan en evidencia o aclaración el porcentaje de ilegalidad que estas nuevas correcciones 

esperan reducir, pues una de las problemáticas que más preocupa, y la que esta actividad 

afecta directamente es el grave daño ambiental que causa en los amplios territorios del país 

(Contraloría General de la República , 2017). 

Hoy por hoy en Colombia se puede ver aún reflejado del estancamiento sobre la minería 

en la contribución al desarrollo de la economía como generador de ingresos y empleo formal; 

y aunque es una actividad que se ha venido practicando desde los inicios de la colonia y poco 

a poco estructurándose durante dos siglos; a través del tiempo es una actividad económica 

que no ha mostrado ninguna evolución significativa que mejoren las condiciones, pues estas 

permanecen exactas (Procuraduría General de la Nación, 2010). 

Minería ilegal en el departamento del Chocó. 

El departamento de Chocó es uno de los 32 departamento que conforma Colombia, se 

encuentra localizado en el noroeste del territorio nacional (pacífico colombiano), conformado 

por gran parte de la selva Darién y las cuencas de los ríos Atrato y San Juan, siendo su capital 

Quibdó. Su población está conformada por comunidad afrodescendiente (75.68%), 

amerindios o indígenas (11.90%), mestizos (7.42%) y blancos (5.01%); presenta limitaciones 

al norte con la República de Panamá y Mar Caribe, al este con los departamentos de 

Antioquia, Risaralda y Valle del Cauca, al oeste con el Océano Pacifico y finalmente al sur 

nuevamente con el departamento de Valle del Cauca, obteniendo una extensión total de 

46.530 km2. (Chocó Territorio de Étnias , 2015). 



 
 

En los últimos años, el departamento de Chocó se ha caracterizado por ser una de las 

regiones más desiguales y con más problemas de subdesarrollo socioeconómicos, pues su 

población no cuenta con la cobertura total de agua y alcantarillado, vivienda segura y demás 

coberturas (salud, educación, seguridad, entro otros) que establece el bienestar de una 

sociedad al satisfacer sus necesidades básicas. En la última década, el departamento de Chocó 

ha reportado un crecimiento en su actividad económico preocupante, pues según el informe 

del PIB por regiones presentado por el DANE, en el lapso del tiempo 2010 al 2019, la región 

de Chocó registra un decrecimiento promedio del 1.10%. (DANE, 2020). 

Desde sus inicios, la actividad minera ha sido un trabajo tradicionalmente artesanal en el 

departamento de Chocó, siendo para el entendimiento de su población como una acción legal 

y aún más necesaria para su subsistencia, los cuales, los conllevaron a optar por la creación 

de propias normas locales para el aprovechamiento de los recursos naturales de la región. A 

lo anterior, podemos ver una de las problemáticas principales, y es la estigmatización de la 

población chocoana frente a las instituciones públicas. Y esto se radica como consecuencia de 

la ausencia del estado, pues la falta de una regulación clara hacia el sector minero por parte 

del estado genera que la población practique las actividades mineras de manera informal e 

ilegalidad, ya mencionados anteriormente (Córdoba Chaverra, 2012). 

Principales causas. 

En el Anexo A, se presenta el modelo relacional de la base de datos Secop Minería, para 

determinar la estructura lógica de los datos recolectados, y así, poder determinar la 

manipulación y organización de estos. Dicha base es obtenida de Datos Abiertos, Portal 

Único del Estado Colombiano (2021). 

Al realizar el análisis de la data se evidencia que el 95.35% del origen de los recursos 

para la actividad minera en el departamento de Chocó, no es definido y tan solo el 4.65% 



 
 

corresponde a recursos propios que contempla personas jurídicas y naturales, y recursos del 

gobierno. 

Gráfico 1. Origen de recursos para la actividad minera en el departamento de 

Chocó. 

Fuente: Información tomada de la base de datos SECOP Minería del Portal Único del Estado Colombiano 

(Datos Abiertos, 2021). 

Hay que mencionar, además, que la mayor participación en la actividad minera en esta 

región es realizada por personas naturales (51.16%), donde se podrían clasificar dentro de la 

clase ocasional, subsistencia, artesanal y barequero. Por otra parte, la participación de las 

personas jurídicas es reducido (16.28%) junto con las personas naturales poseedoras de RUT 

(2.33%), no obstante, se evidencia que el 30.23% de la participación en la actividad 

económica minera no es definida. 

 



 
 

Gráfico 2. Tipo de contratista en la actividad económica minera del departamento 

de Chocó. 

Fuente: Información tomada de la base de datos SECOP Minería del Portal Único del Estado Colombiano 

(Datos Abiertos, 2021). 

Todas estas observaciones se relacionan también con la contribución que efectuá la 

actividad minera, pues lo datos evidenciados deja un sin sabor ya que, el 44.19% atribuye al 

desarrollo del recurso humano de la región y tan solo el 2.33% preocupa por la rehabilitación 

ambiental, siendo el restante sin definición de contribución (53.49%). 

Gráfico 3. Contribución social-ambiental de la actividad minera en el departamento 

de Chocó.    

Fuente: Información tomada de la base de datos SECOP Minería del Portal Único del Estado Colombiano 

(Datos Abiertos, 2021). 
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Como se ha venido mencionando hasta el momento en el presente documento, una causa 

evidente es la falta de normativa clara, que facilite el desarrollo de las actividades 

económicas de la región sin ningún contratiempo, no obstante, esta falencia del estado 

desencadena una serie de obstáculos para que la población chocoana puede dar cumplimiento 

a cabalidad, siendo estas: 

a. La obtención de los títulos mineros en los territorios étnicos: Los pobladores de la 

región de Chocó, presenta constantemente percances en la obtención de los títulos mineros 

que otorga el estado para dar luz verde a la extracción legal de los recursos mineros del 

departamento. En atención a esta problemática, el estado ha venido asignado a los 

particulares, dicha titulación sin contar con la autorización de los consejos comunales o 

consulta previa. (Gonzáles Perafán, 2013). Esta acción realizada por el estado está 

completamente permitida bajo las condiciones legislativas colombianas, lo cual permite al 

gobierno titular territorios y posterior encuentro del dicho mineral se podría pasar a realizar la 

consulta previa. Y es aquí donde comienza a evidenciarse la problemática de la ineficiencia 

de las normativas claras que regular la actividad minera, pues para muchos, esta acción que 

toma el estado presenta contradicción con el “convenio 169 de la OIT”, la cual indica que 

cualquier actuación por parte de las instituciones públicas que conlleven a un impacto sea 

negativo o positivo debe tener obligatoriedad de dicha consulta previa. (Gonzáles Perafán, 

2013, pág. 37). 

b. La creación de las áreas estratégicas mineras: Por medio de la ley 1450 de 2011, 

adoptado por el Plan de Desarrollo Nacional del 2010-2014, en el Art. 108, donde según el 

autor Gonzáles Perafán (2013), menciona que: 

“La autoridad minera determinará los minerales de interés estratégico para el país 

respecto de los cuales podrá delimitar áreas especiales en áreas que se encuentren libres, 



 
 

sobre las cuales no se recibirán nuevas propuestas ni se suscribirán contratos de concesión 

minera. Lo anterior con el fin de que estas áreas sean otorgadas en contrato de concesión 

especial a través de un proceso de selección objetiva en el cual la autoridad minera 

establecerá en los términos de referencia las contraprestaciones económicas mínimas…” 

(págs. 45-46). 

Donde las instituciones públicas responsables (Ministerio de Minas y Energías y Servicio 

Geológico), ejecutaron la resolución No. 180120 del 30 de enero del 2012, donde estableció 

los minerales estratégicos para el desarrollo óptimo del país, los cuales son: oro, platino, 

cobre, minerales de fosfatos, minerales de potasio, minerales de magnesio, carbón 

metalúrgico y térmico, uranio, hierro, y minerales de coltán (Gonzáles Perafán, 2013, pág. 

46), adicionalmente, en resumen del informe realizado por parte de estas instituciones, 

determinan 3 tipos de áreas, las cuales se caracterizan en general por:  

- Área tipo I: Conocimiento geológico, geofísico y geoquímico en estado alto, es decir, 

que posee “potenciales” para el hallazgo de los minerales estratégicos en gran medida el oro, 

plata y cobre (Gonzáles Perafán, 2013). 

- Área tipo II: Se denomina por que el conocimiento geológico, geofísico y geoquímico 

en estado medio y su calificación para la autorización de explotación de los minerales debe 

ser entre el rango de 3.0 al 4.3. 

- Área tipo III: Se denomina por que el conocimiento geológico, geofísico y geoquímico 

en estado bajo y su calificación para la autorización de explotación de los minerales debe ser 

entre el rango de 1.2 al 2.9. 

Esta clasificación de áreas estratégicas por parte del gobierno se puede resaltar que 

careció de un estudio más preciso, pues es evidente que no se tuvo en cuenta las condiciones 



 
 

socioambientales del territorio y mucho menos su componente poblacional, así como su 

actividad productiva y económica.  

Esto deja en evidencia que las instituciones públicas en Colombia carecen de 

conocimiento y herramientas para realizar estudios multidimensionales, poder identificar 

correctamente de forma completa la riqueza natural que posee todo el territorio nacional.  

 Principales consecuencias. 

El territorio pacífico esta denominado como el territorio más rico en biodiversidad del 

planeta, pero al mismo tiempo al tener estos múltiples beneficios naturales, conlleva a 

desencadenar el interés egoísta del ser humano, como consecuencias principales a las causas 

anteriormente mencionadas, tenemos: 

a. Conflicto armado: El territorio chocoano, posee la presencia de grupos armadas como 

el ELN (frente de guerrilla Cimarrón y las milicias urbanas), FARC (frente 57 y 34) y los 

narcos paramilitares (Águilas negras, Los rastrojos, Renacer) (Gonzáles Perafán, 2013, pág. 

60). Los grupos guerrilleros (FARC, ELN), desde varias décadas atrás, han tenido presencia 

en el territorio de Chocó, generando con el paso de los años el aumento de los cultivos ilícitos 

y la aparición de la minería ilegal; esta última se agravo aún más con la llegada del 

narcotráfico y los paramilitares.  

Al no haber presencia estable del estado, esto grupos armados han tomado poder 

absoluto en gran parte del territorio chocoano, pues han establecido sus propias normas o lo 

llamado “acuerdo tácitos de no agresión y respeto” y siendo así, realizaron la división del 

dominio del terreno, el cual las guerrillas, controlan las tierra rurales más extensas cobrando 

“vacunas” a la población propietario de terreno de cultivos, en cambio, los paramilitares 

financian la producción de “alcaloides” y por medio de la población gestionan la distribución 

de la coca dentro del territorio nacional (Gonzáles Perafán, 2013). 



 
 

Estas acciones de reprehensión que de cierta forma ejercen estos grupos armados, 

general en la población el desplazamiento de tierras y/o sustitución de productividad agrícola 

y minera por producción ilícita (coca, marihuana, entre otros), pues la población, generando 

en un largo plazo, factores de poco desarrollo económico y en el ámbito social, registro de 

bajo índice de nutricionalidad en la población, así como la presencia de pobreza monetaria, 

pues los ingresos percibidos por la actividad realizada aun siendo ilícita va destinada al pago 

de las “vacunas” exigidas por dichos grupos armados. 

b. Corrupción: Como se mencionó anteriormente, la minería ilegal se caracterizado 

por el control que genera los grupos armados al tener presencia en el departamento de Chocó, 

y para poder realizar este fin todos sus participantes perciben “dividendos” de lo que genera 

la actividad minera ilegal. Todos tienen participación en la partida de la “torta”, pues desde 

los dueños de las minas, hasta los responsables de la maquinaria, participan para llevarse una 

parte del pastel; cabe aclarar que la repartición de porcentajes varía según el grupo armado y 

la ubicación del terreno, pues se tiene evidencia que donde menos se cobra en la ciudad de 

Quibdó (12%) debido a los paramilitares al financiar la maquinaria ingresada, pero en los 

demás territorios chocoanos se puede llegar a pagar más del 25%, siendo el trabajo de la 

misma población la que realizo la extracción de las minas para el pago a estos grupos 

armados (Gonzáles Perafán, 2013). 

c. Impacto ambiental: Es importante aclarar que en Colombia, no existe la solicitud 

de “licencia ambiental”, simplemente se basa en la solicitud de “permisos ambientales” ante 

la Corporación Ambiental de rige la zona a explorar, pero dichas corporaciones no hacen 

presencia en las zonas de explotación minera ilegal, generando así, unos cambios abruptos en 

los ecosistemas debido a la contaminación de las fuentes hídricas y deforestación de la fauna 

y flora para la extracción de los minerales, y lo que es aún peor, el estado no acciona ninguna 

sanción por la realización de la actividad ilícita. Dentro de los impactos al ecosistema se 



 
 

presenta: la excavación desordenada, deviación del cauce natural de los ríos, contaminación 

de suelos a causa del mercurio utilizado, entre otras sustancias toxicas, entre otros (Gonzáles 

Perafán, 2013, pág. 64). 

d. Impacto social: Como es evidente, las consecuencias sociales tarde o temprano 

son afectadas a gran magnitud de forma positiva o negativa, según la dirección adecuada 

implementada, lastimosamente, el departamento de Chocó por ironía de la vida, es el 

departamento más rico naturalmente de Colombia, pero a su vez el más pobre en su 

población, esto por consecuencia de la perdida tradicional alimentaria, pues, las actividades 

ilícitas generan una percepción de riqueza invisible, pues sus pobladores al desplazar su 

actividad económica estratégica (agricultura) por la explotación de recursos de forma licita el 

ilícita, se ven en la obligación de comprar los alimentos básicos en otros lugares de 

Colombia, este desplazamiento de la productividad y estilo de vida los llevan de ser una 

población campesina a una minera, la cual esta última, va ligada a la perdida de la autonomía 

de su población.  

Al igual que, el conocimiento de que el territorio es rico en yacimientos de minerales 

preciosos genera un aumento de a gran escala de la población migrante que acude al 

departamento en busca del mineral, incentivando así, el conflicto sociocultural, aumentando 

la poca tolerancia y la violencia e inseguridad entre la convivencia de los nativos con los 

llamados “foráneos”.  

Conclusión.  

La minería ilegal es una problemática que se debe atacar de forma frontal, donde permita 

la involucración de los mecanismos de tipo social, económico, de institucionalidad y así 

mismo de sentido ético, ya que, cada una de estas se complementan para el desarrollo 

eficiente de una población y así poder garantizar el cumplimiento del bienestar de cada uno 



 
 

de sus individuos que la componen. Es evidente que el estado debe tomar a plenitud su rol 

como administrador del patrimonio nacional, el cual encaminen a la generación de políticas 

públicas adecuadas a la situación real que vive Chocó, pues la gestión pública debe de cierta 

forma garantizar, la educación de la población en cuanto a las funciones que el estado debe 

ejercer, es decir, el estado debe hacer presencia en el departamento, para que de cierta forma 

este gane credibilidad y confianza en la población chocoana, pues es válido resaltar, que las 

comunidades no tienen conocimiento de sus derechos y por tal razón no defienden o protegen 

sus territorios.  

Del mismo modo, se debe trabajar en la recuperación de los daños ambientales causales 

por la minería ilegal, aunque su recuperación demore, es necesario generar consciencia 

ambiental a la población, que al final, ellos de una u otra manera son los afectos directos de 

continuar contaminando los ecosistemas.  

Y, por último, es necesario comenzar a crear un pensamiento colectivo, que contribuya 

para el trabajo conjunto con las fuerzas públicas, el estado mediante políticas públicas 

eficientes y la sociedad, para erradicar los grupos armados que son los principales 

generadores de la minería ilegal en la región de Chocó.  
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Anexo A. Modelo relacional de la base de datos SECOP Minería, obtenida del Portal Único del Estado Colombiano (Datos Abiertos, 
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